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Capítulo 1

Poder local, poder regional: perspectivas socioantropológicas1

Guillermo de la Peña 
El Colegio de Jalisco

En las líneas que siguen, intentaré examinar ciertos problemas interdepen- 
dientes, y a mi juicio importantes, que para el caso de México surgen de la 
literatura antropológica (e historiográfica, en menor medida) en torno al 
tema que nos ocupa en este volumen. Por supuesto, no pretendo hacer un 
examen exhaustivo de la literatura ni sacar conclusiones definitivas sino 
- ojalá - abrir caminos a la discusión y a la crítica.

Los problemas a que me voy a referir pueden agruparse en cuatro 
rubros: I) Los orígenes y funciones del poder local y regional; II) Las media­
ciones entre la nación y los niveles regionales y locales; III) Las relaciones 
de poder, las relaciones interétnicas y las relaciones de clase; IV) Las insti­
tuciones formales de gobierno y la fragmentación política de la sociedad 
mexicana.

Antes de entrar en materia, quizás convenga advertir que a todos 
ellos subyacen dos cuestiones fundamentales: a) cuáles son los tipos posi­
bles de relación entre el Estado nacional y los poderes circunscritos a una 
localidad o región y b) en qué condiciones ocurren estos distintos tipos 
-es decir, en qué condiciones se da v. gr. una relación de complemen- 
tariedad, o bien una de contradicción, o una derivación, o una simple 
yuxtaposición. Volveremos a tales cuestiones al final de este ensayo. Baste 
por el momento señalar su vinculación con la forma en que se cumple una 
de las tareas esenciales del Estado moderno: la de garantizar un orden 
social que permita el funcionamiento y reproducción de un sistema 
productivo y de una estructura de clases sociales.

I - L o s orígenes: caudillos y  caciques
Afirma Salvador de Madariaga (1965, 1969) que el carácter nacional 

hispánico - y, por extensión, también el hispanoamericano - alienta al mismo
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tiempo un individualismo extremo y formas políticas dictatoriales: puesto 
que cada individuo se concibe a sí mismo como un dictador en potencia, 
las fuerzas centrífugas deben ser constantemente reprimidas mediante un 
gobierno central de drásticas acciones y tendencias absolutistas. No es 
menester aceptar tales disquisiciones de (dudosa) psicología colectiva para 
constatar la importancia desproporcionada de las biografías individuales en 
la historia política de nuestros países. En particular, cuando se habla de 
poder local y regional, muy frecuentemente se habla de individuos: de ésos 
que tanto en la literatura culta, como en el habla popular han recibido los 
nombres de caciques y caudillos.

Es bien conocido que el vocablo kassequa fue castellanizado como 
cacique y usado durante el periodo colonial para designar a las autoridades 
autóctonas de las repúblicas de indios. Así, Solórzano Pereira, en su 
Política Indiana (1645), se refiere repetidamente a los curacas o caciques 
de los naturales. Es igualmente sabido que la palabra caudillo, derivada del 
latín capitellum, se puso en boga en el siglo XIX para designar a los líderes 
que, con el respaldo de un ejército profesional o improvisado, dominaban 
regiones más o menos extensas y competían por el poder nacional (Hamill 
1965:8). Aunque a veces los términos cacique y caudillo se usan indistin­
tamente, quizás convenga tener en mente los distintos contextos históricos 
en que nacieron ambos vocablos, para tratar de precisar su significado.

Sobre la génesis y funciones de los caudillos y caciques se han escrito 
muchas páginas; por el momento, trataré de resumir y comparar lo que 
dicen siete autores: François Chevalier, Eric Wolf y Edward Hansen, 
Moisés González Navarro, Paul Friedrich, Wayne Cornélius y Roger Bartra.

Desde la historia, François Chevalier (1962) sostiene que el fenómeno 
del caudillaje es una consecuencia de la debilidad del Estado, por una parte, 
y por otra de la necesidad que los individuos tienen de establecer entre sí 
alianzas de cooperación y protección en el contexto de un territorio bárbaro 
y hostil. Así, tanto en la España de la Reconquista, como, más tarde, en la 
expansión colonial sobre los territorios americanos, surgieron núcleos de 
poder independiente, cada uno de ellos constituido por un hombre fuerte 
y sus parientes, criados, paniaguados y siervos. El hombre fuerte debía ser 
percibido por sus seguidores como capaz de ofrecerles defensa física y 
recompensas materiales. En Hispanoamérica, la base de este poder era la 
gran propiedad territorial - la hacienda - que tanto para Chevalier como 
para Wolf y Hansen (1967, 1972) determinó la organización de los espacios 
en regiones, en tanto cada hacienda subordinaba no sólo a los dependientes 
directos del hacendado sino a ranchos semiautónomos y a comunidades 
indígenas. Coinciden también los tres autores en que, tras el intento de 
fortalecimiento estatal traído por el régimen borbónico, la Independencia 
significó la oportunidad de que los caudillos, hasta entonces limitados a sus 
haciendas y regiones, se apoderaran del Estado, aunque cualquiera de ellos 
que tomara el poder estaría perpetuamente amenazado por sus congéneres: 
de ahí la endémica inestabilidad de los gobiernos latinoamericanos.2

Wolf v Hansen (1967: 177-179) además insisten en que la debilidad
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del Estado en el temprano periodo independiente era fundamentalmente 
una función de la debilidad de los hacendados en cuanto clase. A su vez,, 
esta incapacidad de la clase latifundista para consolidarse y perseguir inte­
reses comunes estaba condicionada por la intervención de empresas extran­
jeras sólo interesadas en la extracción de minerales y materias primas. 
Cuando los motivos imperialistas cambiaron y se volvió importante para 
los países centrales vender tecnología de transporte y tecnología industrial, 
e incluso invertir directamente en la economía de los países latinoameri­
canos, entonces fue posible la conversión de los latifundistas bárbaros en 
burguesías nacionales interesadas en la libre circulación de los productos 
y la mano de obra, y capaces de generar Estados que velaran por sus intereses.

Los caudillos, entonces - y aquí de nuevo coinciden Wolf, Hansen y 
Chevalier -, inevitablemente se vuelven obsoletos - y por tanto desaparecen 
sus bases de poder regional - al advenir el capitalismo comercial e industrial 
y expandirse los aparatos de Estado. Pero Chevalier (1962: 46-47) llama la 
atención sobre otro personaje cuyo poder local e incluso regional persiste 
hasta la época contemporánea: el cacique. Este es, por definición, el ambi­
guo representante de las clases populares, cuyo papel le permite acumular 
poder y riquezas. Con él deben pactar tanto los caudillos como el Estado a 
fin de mantener la paz social. Chevalier escoge como prototipos de caciques 
en el siglo XIX a Juan Alvarez y Manuel Lozada, ambos defensores de los 
indígenas cuya existencia social pretendía negar el liberalismo decimo­
nónico. Por su parte, Wolf y Hansen (1967: 172-173) hacen notar que 
estos guías populares no suelen ser ellos mismos de extracción indígena 
pura sino más bien proceden de los segmentos mestizos, a quienes la Inde­
pendencia diera esperanzas frustradas de movilidad social.3

En la misma línea, Moisés González Navarro (1968) construyó, al 
modo weberiano, dos tipos ideales, el del cacique y el del caudillo. El caci­
que es indígena o mestizo; sus horizontes son siempre restringidos a una 
localidad o microrregión más o menos apartada, donde tiene abundantes 
parientes, compadres y ahijados; representa valores locales y por tanto 
ejerce un tipo de dominación “tradicional” , y tiene como arma principal 
la revuelta popular (jacquerie). El caudillo, en cambio, es criollo; parte 
de una región pero suele tener ambiciones nacionales; representa sus inte­
reses inmediatos y los de sus allegados, más que cualesquiera valores o 
ideologías, aunque a menudo se justifica apelando a “valores eternos” ; 
ejerce un tipo de dominación “carismàtica” ; y finalmente tiene como 
armas principales el golpe militar y la conspiración palaciega. Estos tipos 
ideales fueron utilizados como herramientas heurísticas por Fernando 
Díaz Díaz (1972) en su estudio comparativo de Santa Ana y Juan Alvarez, 
y por Jaime Olveda (1980) en su libro sobre Gordiano Guzmán.

Estoy seguro de que la historiografía más reciente tendrá muchos 
problemas con estos esquemas y tipos ideales. Tanto Chevalier para la
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colonia, como González Navarro y sus epígonos para la época nacional, 
privilegiando el análisis de los individuos, tienden a dejar fuera la comple­
jidad de las instituciones del Estado, así como las complicaciones de las 
ciudades, el comercio y los mercados, la Iglesia, los gremios y sus secuelas, 
el ejército en cuanto corporación, la emergente sociedad civil de las provin­
cias... etc.4 Por mi parte, tengo dudas sobre el valor explicativo de los 
conceptos “dominación carismàtica” y “dominación tradicional” . El 
primero suele referir a una explicación circular: se dice que el líder caris­
màtico crea una comunidad de seguidores a su persona; al mismo tiempo, 
se afirma que el carisma no es objetivo sino que reside sobre todo en la 
percepción de un grupo (que por tanto ya  existía) (c f  Ake 1966). La 
“dominación tradicional” supone una homogeneidad de valores locales e 
ignora el faccionalismo y el conflicto, que abundan en el seno de las comu­
nidades o grupos de indígenas y campesinos (Torres-Trueba 1969, De la 
Peña 1980, Vázquez León 1984). Así, si recurrir a los tipos de dominación 
puede tener cierta utilidad descriptiva, la explicación de los mismos debe 
referirse a la debilidad estatal y a la necesidad de mediación.

En cualquier caso, la historiografía mexicana nos deja aún muchas 
incógnitas por despejar. Por ejemplo, sabemos poco sobre la evolución de 
las relaciones en los ámbitos local y regional entre los hacendados y comer­
ciantes y la burocracia, cuya venalidad formal desapareció - o casi - con las 
reformas borbónicas.5 Tampoco sabemos mucho sobre la forma en que las 
corporaciones - el esqueleto de la sociedad colonial - regulaban el poder de 
los hombres fuertes, o bien eran por éstos utilizadas. Las frecuentísimas 
rebeliones indígenas y campesinas de la colonia y de la época independiente 
(Meyer 1973 y 1984, González Navarro 1954, González et al. 1956, 
Huerta y Palacios 1973, Reina 1980), ¿implicaban siempre el surgimiento 
de cabecillas duraderos ( “carismáticos” , “tradicionales” o de otro tipo)? 
¿o bien en ciertas condiciones hay que hablar de “movimientos espon­
táneos” , escasamente manipulables por individuos? (c f  Hobsbawn y Rudé 
1973). En lo que respecta a la estructura social del agro mexicano en el 
siglo X IX , quedan pocas dudas - pese a los mitos oficiales - de que la 
presencia de una clase media rural de rancheros o agricultores prósperos 
era tan significativa como la del hacendado o el campesino desposeído; 
entonces, ¿cuál era el papel político de estos rancheros ? (González 1968, 
Brading 1978, Schryer 1980, Miller 1983, Buve 1984). También hay que 
hacer muchas preguntas sobre los hombres fuertes que surgieron en el 
periodo revolucionario y en algunos casos conservaron su poder por varias 
décadas - personajes híbridos, que conjugaban rasgos caciquiles y caudi- 
llescos, y de quienes han dicho ya algunas cosas muy importantes Héctor 
Aguilar Camín (1977) (sobre los múltiples sonorenses), Beatriz Rojas 
(1982) (sobre los tamaulipecos Carrera Torres y el potosino Cedillo), 
Victoria Lerner (1980) y Romana Falcón (1984) (también ambas sobre 
Cedillo), y Carlos Martínez Assad (1980) (sobre el tabasqueño Garrido 
Canabal) (c f  Martínez Assad et al 1982; González Casanova 1976:46-50).
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La pervivencia de los caciques
Los autores mencionados parecen estar en general de acuerdo en que, 

si el caudillo-terrateniente tiende a ser una reliquia del pasado, el cacique 
popular sigue vivito y coleando. De hecho, contamos con varias etnografías 
de caciquismo en el México contemporáneo. Pero ellas muestran que el 
cacique, lejos de representar solamente intereses populares “tradicionales” 
en localidades o regiones poco integradas al Estado nacional y a la economía 
capitalista moderna, constituye más bien un mecanismo importantísimo de 
articulación del sistema político y económico global.

Así, Paul Friedrich (1968) nos presenta una familia extensa de 
caciques michoacanos, capaces de moverse tanto en el mundo indígena 
como en el mestizo, que durante unos cien años han ejercido un dominio 
casi ininterrumpido en el pueblo de Naranjan, y cuya influencia alcanza a 
la región de Zacapu e incluso a la capital del estado. El cacicazgo nació en 
el contexto de una lucha social a finales del siglo pasado entre terratenientes 
y campesinos sin tierra; desde entonces, los miembros de la familia que han 
asumido sucesivamente un liderazgo local manifiestan una ideología agra­
rista, populista y anticlerical, muy en consonancia con el discurso oficial 
postrevolucionario.6 Los caciques se han impuesto dentro del pueblo por 
la violencia y el asesinato; al mismo tiempo, uno de ellos consiguió una 
generosa dotación ejidal para sus seguidores, y otros, en turno, han conse­
guido numerosos beneficios materiales, a veces para toda la población. El 
último de la línea - un hombre inteligente, rapaz, y verbalmente articulado- 
ha ocupado cargos públicos a nivel local y aun estatal; controla el crédito 
oficial y privadamente ejerce la usura; y la gente del pueblo, aui.que 
confiesa tenerle miedo y poca simpatía, acude a su consejo para resolver 
disputas domésticas y obtener beneficios. Tales beneficios a menudo se 
logran mediante los contactos externos del cacique. Según Friedrich, la 
“legitimidad” del cacique se expresa en el discurso populista pero en realidad 
se basa en su capacidad pragmática de beneficiar a sus fieles, que a su vez 
se vincula con la utilidad que el cacique tiene para el PRI y las autoridades 
del estado.

¿En que consiste exactamente esta utilidad? Friedrich señala el papel 
de comunicador que desempeña el cacique: transmite y explica a los del 
pueblo las consignas y proyectos del partido y el gobierno. Además, puesto 
queelPRI michoacano está dominado por la facción cardenista,7 el cacique 
proporciona a ésta los contactos campesinos de que se ufana en su discurso.

Wayne Cornelius (1976), en su análisis del cacicazgo en las zonas 
urbanas de la ciudad de México, nos da una lista más larga y convincente 
de los servicios que presta el cacique citadino - el cual, por cierto, no es 
menos rapaz y arbitrario que sus congéneres rurales - al partido oficial y a 
los aparatos de Estado. Moviliza masas para mítines del PRI y actos de 
apoyo a funcionarios. Consigue votos para el PRI, mediante la persuasión o 
la amenaza. Constituye un factor unificador de su territorio y elimina, 
mediante beneficios o violencia, las luchas faccionales y las protestas
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públicas contra el gobierno. Por último - y esto es de suma importancia - 
no permite que surjan más demandas de las que el régimen pueda resolver, 
y debe por tanto persuadir a sus seguidores para que se conformen con 
satisfacciones mínimas.

Tenemos, entonces, un sistema de poder caciquil que es parte inte­
grante de los aparatos de poder del Estado mexicano actual. Para Roger 
Bartra (1975), la explicación última debe encontrarse en la incapacidad de 
los gobiernos postrevolucionarios de responder a las demandas populares 
que desencadenaron la Revolución. Así, el PRI, convertido en el partido 
de la burguesía, nulifica la presión popular mediante la subversión y 
compra de los dirigentes. El caciquismo, entonces, es una pieza clave en la 
estructura de mediación que existe entre clases sociales cuyos intereses son 
contradictorios.

Pero ¿en qué niveles y condiciones aparece esta pieza clavel ¿Sólo 
en los pueblos campesinos potencialmente levantiscos y en los barrios 
nuevos de ciudades en expansión incontrolable? Aunque faltan estudios 
científicos al respecto, los periodistas con frecuencia señalan personajes 
cuyas sombras se ciernen sobre regiones, ciudades y aun estados enteros. 
Por ejemplo, Carlos Loret de Mola, en su libro Los caciques (1979), identi­
fica ocho tipos caciquiles, alguno de ellos “bueno” - el más tradicional 
todos con ciertas “virtudes” , varios - los más poderosos - vinculados a 
aparatos del Estado mexicano tales como los sindicatos oficiales y las agen­
cias de desarrollo.8 Ninguno de ellos desdeña el uso de la fuerza (ni siquiera 
los más “modernizados”); pero, de nueva cuenta, el secreto de su éxito y 
pervivencia reside en su papel de mediadores. Por ello, se vuelve conveniente 
explorar analíticamente en qué consiste el proceso de mediación.

II -Mediaciones y  mediadores
El enunciado de Bartra lleva a hacer hincapié en los aspectos de domi­

nación vertical de la mediación. En cambio, otras perspectivas destacan los 
aspectos de negociación. La pregunta es entonces en qué circunstancias de 
mediación la cúspide del sistema es capaz de recibir las demandas de 
grupos locales y de responder a ellas. Pero, antes, habría que preguntar por 
la naturaleza misma del proceso.

Uno de los primeros autores en abordar analíticamente el problema 
de la mediación fue el ya citado Eric Wolf (1956), cuando propuso el 
concepto broker para examinar las relaciones entre lo que él llamaba el nivel 
de la comunidad y el nivel de la nación {Broker puede traducirse como 
intermediario, tratante, corredor y aun coyote', pero por comodidad quizá 
conviene provisionalmente mantener el término en inglés). Para Wolf, el 
funcionamiento de las instituciones nacionales no puede comprenderse si 
no se toman en cuenta las relaciones entre actores y grupos que operan a 
distintos niveles. El concepto de nivel (o mejor: nivel de integración socio­
cultural) está vinculado a la teoría multievolucionista de Julián Steward
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(1956) e implica que dentro de una sociedad compleja coexisten diversas 
formas organizativas de inclusividad variable cuyos procesos de cambio no 
siguen necesariamente la misma línea. En un artículo posterior, Wolf (1967) 
aumentó el número de niveles de integración a siete: el grupo doméstico, 
el barrio, la comunidad, el municipio, la microrregión,lamacrorregión (pro­
vincia o entidad federativa) y la nación.9 En cualquier caso, la vinculación 
entre distintos niveles (mejor dicho: la integración en los niveles “superio­
res”) implica el desarrollo de vastas redes de relaciones sociales, donde inte­
reses y orientaciones diversas deben reajustarse y compaginarse. Toca al bro­
ker -que puede ser un individuo, o un grupo, o incluso una institución- efec­
tuar tales reajustes. Cual Jano -dice Wolf- el broker mira en dos direcciones: 
no suprime los conflictos por completo -pues entonces dejaría de ser útil- 
pero media entre ellos. La absorción de un nivel por otro puede implicar 
una actividad de mediación particularmente intensa; pero al completarse 
aquélla, ésta desaparece (Wolf 1956: 1076).

Estos planteamientos de Wolf dejaron virtualmente inexplorado el 
tema del poder diferencial entre actores que se mueven en diferentes niveles. 
Posteriormente, Richard Adams (1970) estableció otras distinciones, en 
relación con su propia teoría del poder, definido éste como la capacidad de 
ejercer influencia sobre actores o unidades operativas, con base en el 
control sobre recursos estratégicos.10 Según Adams (1975: 74-93), nivel 
de integración es un término descriptivo: se define a partir de las construc­
ciones culturales de los propios actores. En cambio, él propone el concepto 
nivel de articulación. Si dos actores, dada una confrontación, continúan 
operando independientemente uno de otro, ambos se encuentran en el 
mismo nivel de articulación. Si, en cambio, uno cae bajo el dominÍD del 
otro, se encuentran en niveles diferentes. Ahora bien, la actividad media­
dora del broker variará según éste se mueva o no, entre diferentes niveles de 
articulación. En principio, el broker no posee poder independiente: lo 
recibe de los actores que lo utilizan; así, cuando el poder está desigualmente 
distribuido, el broker tenderá a favorecer los intereses de los niveles super- 
ordinarios. Sin embargo, una acumulación total del poder en una de las 
partes volvería la mediación innecesaria. Tenemos, entonces - si aceptamos 
estas premisas -, que la existencia y proliferación de caciques-intermediarios 
indican que ni la burguesía ni el Estado han logrado una alta centralización 
de poder. En este mismo contexto habría que entender la actuación de los 
sectores del partido oficial y los aparatos de reforma agraria, así como la 
de los numerosísimos organismos burocráticos localizados que tratan de 
“racionalizar” el comportamiento de la población en ciertos aspectos, a 
cambio de beneficios determinados.

Algo más se dirá, párrafos después, sobre la institucionalización guber­
namental del proceso mediador. Quiero por ahora regresar a la distinción 
entre nivel de integración y nivel de articulación, que lleva igualmente a dis­
tinguir entre intermediario cultural (el broker de Wolf) e intermediario polí­
tico (el broker de Adams). Analíticamente, la distinción es útil, quizá indis­
pensable. En la práctica, ambos tipos deintermediarios tienden a confundirse.
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Es patente que en México existe una brecha cultural (en el sentido 
antropológico) entre quienes ocupan los puestos políticos nacionales y por 
ejemplo los campesinos. Como lo ha mostrado fehacientemente Peter H. 
Smith (1981:84-94), la abrumadora mayoría de los políticos nacionales, 
de la Independencia a nuestros días, han pertenecido y pertenecen a las 
clases medias y altas de las ciudades. Muchos funcionarios -incluso de la 
Secretaría de Agricultura- que pontifican con vehemencia sobre los proble­
mas del agro nunca han pisado un ejido ni hablado con un campesino. Por 
su parte, los habitantes de una comunidad rural o de una ciudad perdida, 
¿qué razones tienen para sentirse parte de la nación? A veces, muy pocas, 
poquísimas. (Cuando Manuel Gamio [1922] realizó su estudio del valle de 
Teotihuacán, no encontró entre los habitantes contemporáneos un término 
que expresara la idea de nación. Cuarenta años después, Almond y Verba 
[1963], en su encuesta sobre “cultura cívica” , todavía encontraron un 
fuerte sentimiento de alienación en la mayoría de sus entrevistados).

Por ello, la mediación cultural resulta indispensable para crear el 
nivel de integración, cuya inexistencia volvería imposible la consolidación 
de un sistema político comprensivo. Así, el intermediario cultural se 
vuelve políticamente estratégico. De ahí la importancia política de las 
escuelas y los maestros rurales: deben volver inteligible -y efectivo- el go­
bierno y el país a las familias del agro (Salovesh 1978). Lo mismo cabe decir 
de las escuelas y maestros de las periferias urbanas. Más generalmente : es 
dificilísimo encontrar a un intermediario político que no sea también un 
mediador cultural. La necesidad política de mediación cultural auspicia la 
propia intermediación política.

¿Es, entonces, el caciquismo un problema cultural? Sin duda. Pero no 
exclusivamente. El fenómeno debe entenderse en el contexto de las rela­
ciones entre dos procesos: el de la formación del Estado y el de la forma­
ción de la nación. La consolidación del Estado implica la minimización de 
otros poderes independientes en el mismo territorio; el Estado recurre al 
intermediario político (aunque éste crea otra cosa) para generar o acrecen­
tar la dependencia de actores que manifiestan autonomía en uno u otro gra­
do. La integración nacional implica además una alta transculturación entre 
las unidades o niveles que se pretende formen la nación (Wolf 1953), lo 
cual con frecuencia requiere de la redefinición y reordenamiento de los ni­
veles. La dificultad de ambos procesos en un país históricamente fragmen­
tado y movilizado socialmente durante más de veinte años por una revolución 
de masas no necesita ser subrayado (c f  Rey na 1974).

Podemos, en este punto, plantear una hipótesis (bastante obvia): 
mientras mayores sean el poder independiente y el extrañamiento cultural 
de un segmento de la población, mayor será la necesidad que el Estado 
nacional tendrá de intermediarios, y mayor la posibilidad que éstos tendrán 
de convertirse en portadores exitosos de ciertas demandas de su clientela. 
Nótese que el poder independiente de un segmento o grupo local puede 
fundamentarse precisamente en su capacidad de prescindir de los recur­
sos que controla el Estado, y una tarea clave del intermediario sería el
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volver éstos imprescindibles o, mejor aún, satisfecer las demandas de la clien­
tela mediante los propios recursos que la vuelven dependiente (Carlos 1974). 
El caso descrito por Friedrich es quizá paradigmático: en una comunidad 
donde los emblemas de la cultura indígena (lengua, vestimenta, ritual) tienen 
aún vigencia, la familia de caciques cuenta entre sus miembros a un perso­
naje cuasimítico que es a la vez hijo del pueblo y héroe de la Revolución 
mexicana, de la cual el gobierno nacional se proclama descendiente; a una 
población movilizada en contra de los terratenientes, el gobierno, a través 
de los caciques, otorga el acceso legal a la tierra. Otro caso interesante es el 
de don Flavio, el cacique “bonachón” de Arandas, en los Altos de Jalisco, 
durante las décadas de 1930 y 1940, de quien nos ha informado Tomás 
Martínez Saldaña (1976: 68-71). Don Flavio, compadre de Cárdenas, es tam­
bién pariente y amigo cercano de los rancheros alteños que se opusieron al 
agrarismo y participaron en la revuelta cristera; a éstos, orgullosos criollos 
que se sentían totalmente ajenos a un gobierno anticlerical y supuestamente 
socializante, el cacique hizo deponer las armas y aceptar poco a poco las 
instituciones nacionales (incluyendo la escuela); a cambio, obtuvo para 
ellos amnistía, freno al reparto agrario (que en este caso no era demanda 
popular sino imposición vertical) y al discurso “socialista” en las escuelas 
de la región, y tolerancia para el culto católico.11 Un ejemplo más de inter- 
mediarismo exitoso lo proporciona Manuel, el líder ejidal de Los Mochis, 
biografiado por Susana Glantz (1979): moviliza productivamente y recu­
pera políticamente (para el PRI) a un grupo de campesinos profundamente 
desmoralizados por la corrupción e ineficiencia de las autoridades, y logra 
para ellos un máximo de beneficios de los aparatos estatales (créditos blan­
dos, regularización de tierras, indemnizaciones, viviendas...), que imprime 
un carácter irreversible a su lealtad oficial.

III - Clases, etnias, redes sociales
Tanto el intermediario como el cacique (el intermediario político que 

logra perpetuarse en su actividad y obtener beneficios personales mediante 
el monopolio forzoso de ciertos canales de acceso) operan -lo señalaba 
Wolf- en el contexto de redes sociales que unen los distintos niveles. Tales 
redes pueden definirse como un conjunto de relaciones diferenciadas (com­
padrazgo, parentesco, amistad, complicidad, vecindad, etc.) que posibilitan 
y sancionan la intermediación. Carlos y Anderson (1981) insisten en la ne­
cesidad de estudiar explícitamente estas redes: son ellas -según los mismos 
dos autores-, y no la organización gubernamental formal, las que consti­
tuyen la clave para entender la jerarquía y la lógica del sistema político 
mexicano; particularmente, esta lógica atañe a la distribución desigual de 
bienes y servicios entre distintos sectores de la población (cf. Lomnitz 1982). 
La misma tesis subyace a las discusiones sobre la “familia revolucionaria” 
de Brandenburg (1964), y puede también deducirse del análisis de Smith 
(1981) de las carreras políticas en México. Pero hay aún dos temas oscu-
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ros: 1) ¿Por qué este predominio de lo informal (redes) sobre lo formal 
(burocracia)? 2) Puesto que la lógica del sistema es también la de la desi­
gualdad social, ¿qué tienen que ver las redes con las clases?

Trataremos de hacer luz sobre ambos temas al reflexionar sobre las 
condiciones en que una clase logra ejercer el poder en el ámbito de regiones 
circunscritas. Para empezar, volvamos, por un momento, a la historia. Al 
hablar del poder regional personalizado (no institucionalizado) de los caudi­
llos-hacendados, Wolf y Hansen (op. cit.) lo relacionaban con la debilidad 
política de los hacendados en cuanto clase. Sin embargo, estudios como los 
de John Tutino (1977) y Eric Van Young (1981) muestran la existencia de 
oligarquías regionales en el período colonial -particularmente en el siglo 
X V III. Estas oligarquías, cuyos miembros eran al mismo tiempo terrate­
nientes, comerciantes y funcionarios, se articulaban en torno a un mercado 
regional y a la producción de mercancías tanto para este mercado circuns­
crito como para mercados más amplios, cuyos escasos canales de acceso eran 
monopolizados por los propios oligarcas. La solidaridad de esta clase, ex­
presada en alianzas de parentesco, en circuitos exclusivos de amistad, en 
ideologías racistas, y en la adopción común de cierto estilo de vida, pudo 
persistir a pesar de la Independencia e incluso trascender las escaramuzas 
partidistas entre liberales y conservadores (Lindey 1983). La oligarquía re­
gional no constituía un actor corporado en el sentido propio del término 2 
por ello, su posibilidad de acción colectiva dependía de la continua fortifi­
cación de los vínculos horizontales -entre ellos mismos- de su red social. 
Pero también eran importantes los vínculos verticales de los miembros de 
la oligarquía. Sus relaciones “hacia abajo” -con los trabajadores y las comu­
nidades campesinas- se basaban tanto en la posibilidad de la represión como 
en el reparto de premios a través de intermediarios (caciques pueblerinos, 
curas rurales, funcionarios menores, capataces, parientes pobres) (cf. Van 
Young 1981: 290-293). Sus relaciones “hacia arriba” -con el gobierno cen­
tral- eran muy a menudo conflictivas, precisamente por las pretensiones 
autonómicas de los oligarcas (Velázquez 1959, Olveda 1976, González Na­
varro 1977), que parecían asimismo excluir la coordinación que matizar la 
afirmación de Wolf y Hansen, y decir que la fuerza regional de la clase oli­
gárquica -no su dispersión individualista- impedía el surgimiento de niveles 
superiores de articulación y por tanto de un Estado nacional digno de tal 
nombre (cf. Palacios, comp., 1983).

Más tarde, el proceso de expansión capitalista y de formación de un 
mercado nacional agudizó las contradicciones, puso en crisis el poder regio­
nal de las oligarquías, y desembocó en la Revolución mexicana. Las hacien­
das fueron desmanteladas por el reparto agrario. Parecía consolidarse al fin 
una burguesía nacional “moderna” que pondría fin a la fragmentación de 
intereses. Con todo, en algunos casos, tal vez en muchos, las oligarquías re­
gionales, aunque debilitadas, resurgieron de sus cenizas. Así, los estudios 
de Tomás Martínez Saldaña (1976), Leticia Gándara (1976) y Gustavo del 
Castillo (1979) nos han descrito algunos de estos grupos en los Altos de 
Jalisco; Frans Shryer (1980), por su parte, nos habla de una “burguesía
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campesina” en la Huasteca hidalguense. La vitalidad de todas ellas parece 
relacionarse con la persistencia de formas de producción campesina, y con 
las formas en que el excedente se transfiere a las clases dominantes -lo que 
Bartra (.1975: 9) llama acumulación primitiva permanente: -en ella, el tra­
bajo asalariado no constituye el mecanismo fundamental de explotación. A 
su vez estas formas implican coacciones extraeconómicas y a menudo se 
realizan al margen de la ley -como en el caso de la usura. Sin embargo, tales 
coacciones incluyen la manipulación de mecanismos culturales -la ideología 
de parentesco, el compadrazgo, el ritual- para mantener la aquiescencia de 
los campesinos (Linck 1982). Al respecto -según lo muestran Bartra y sus 
colaboradores en sus estudios sobre el valle del Mezquital y la sierra de 
Puebla- la acción del cacique refuerza a la de la burguesía local; más aún, 
no es raro que aquél acabe por dejar de ser un simple ¿ r a s p a r a  conver­
tirse en un miembro de ésta (Bartra etal., 1975). Y, a veces, los miembros 
de los grupos más acomodados asumen una terminología populista y aun 
agrarista (Schryer 1976). En cambio, en otras regiones-los Altos de Jalisco, 
por ejemplo, y también Yucatán y Chiapas- la burguesía local se mantiene 
como un grupo separado y relativamente hermético, que sigue autodefi- 
niéndose como “la gente decente” y utiliza una ideología de superioridad 
innata para justificar su preeminencia.

Lo que se ha dado en denominar “poder interétnico” -por ejemplo 
en los escritos de Aguirre Beltrán (1967, 1970)- puede quizás entenderse 
en el contexto de las estrategias de una burguesía local de tendencias esta­
mentales1 3 para mantener una dominación incuestionada sobre el campe­
sinado. Así, en la abundante literatura sobre Chiapas encontramos nume­
rosos ejemplos donde la categoría indio es utiÜzada socialmente para 
excluir a vastos sectores de la población del acceso a recursos materiales y 
culturales estratégicos, y la categoría ladino para justificar el monopolio de 
unos cuantos sobre esos mismos recursos. Tal exclusión no lleva a la sepa­
ración de ambos segmentos sino a una integración económica sui generis, 
en donde el indio sufre condiciones extremas de explotación en cuanto 
trabajador, en cuanto productor independiente, y en cuanto consumidor 
(véanse, Stavenhagen 1970, Collier 1975 y sobre todo Favre 1973: 80-114).

Y bien: todo esto nos lleva a dar importancia analítica a un tercer tipo 
de mediación (además de la cultural y la política): la mediación económica. 
En el contexto de las regiones agrarias donde aún no se han unlversalizado 
las relaciones de producción capitalista pero donde la penetración del mer­
cado nacional es un hecho, renace o brota una clase dominante “neolati- 
fundista” (Warman 1975), que no necesita controlar directamente el recurso 
tierra pues suele ejercer su poder mediante el control del dinero, la semilla, 
las obras de riego, los fertilizantes, el transporte, el mercado y hasta de los 
canales de innovación agrícola. A veces llega a convertirse en “arrendataria” 
(un eufemismo) de la tierra de los ejidatarios y propietarios parceleros; pero 
puede prescindir de involucrarse en la producción; puede incluso simpati­
zar con la “reforma agraria” , de la que es obvia beneficiadora. Si los media­
dores culturales o políticos no son miembros de esta burguesía rural emer­
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gente (o, si se quiere, de esta clase dominante de intermediarios económi­
cos),1 4 sí están incluidos en su red social, como también lo están las fami­
lias campesinas, por un lado, y por el otro “compadres..., vendedores mayo­
ristas de productos químicos... y de los artículos que vende en su negocio,... 
transportistas, vendedores de maquinarias,...(empleados de) bancos comer­
ciales” (Warman 1976:259). Y autoridades y funcionarios. No es raro que 
éstos sean los propios familiares y aun personajes conspicuos de la clase do­
minante (Martínez Saldaña 1976:141; Gándara 1976:250; Arias y Bazán 
1979:60-61; Díaz Polanco 1982:191-192), o sus favorecidos y aliados 
(Schryer 1976). Esta red de alianzas multidimensionales -su zona más densa 
coincide con la definición de la región- no nulifica los conflictos entre inte­
reses individuales ni las contradicciones de clase; pero evita el rompimiento 
de la paz social: pueden formarse facciones, pero los miembros de éstas 
suelen tener en sus vínculos diferenciados un contrapeso al antagonismo.

Los representantes locales del Estado, entonces, ¿son -como me los 
quiso describir un maestro rural- meros “insectos atrapados en la telaraña” 
de la oligarquía? No necesariamente. Se tratará de mostrar, en el siguiente 
apartado, que el Estado mexicano ha, deliberadamente, reducido el poder 
independiente (basado en recursos propios) de las instituciones políticas; 
pero ha alentado el que estas instituciones desarrollen un papel de interme­
diación. Este papel puede dar a los funcionarios y autoridades un espacio 
importante de actuación en cuanto dispensadores de beneficios, tanto frente 
a los oligarcas como frente a los campesinos y jornaleros subordinados. Por 
definición, entonces, la acción del funcionario-intermediario se canaliza a 
través de redes que deben incluir funcionarios situados en rangos superiores, 
pues sin el auxiÜo de éstos, los beneficios no podrán obtenerse (Lomnitz 
1982). Así, el sistema político imperante opera como una red jerárquica de 
patronazgo.15 Ciertos autores incluso llegan a hablar de un “Estado cliente- 
lista” -una especie de patrimonialismo “informal”- para describir al mexi­
cano (Carlos y Anderson 1981:171; c f  Foster 1967; Powel 1970). Desde 
tal perspectiva, es importante distinguir analíticamente (aunque se fundan 
en la misma persona) entre el papel mediador del representante estatal y el 
de otros intermediarios políticos. Para las clases dominantes -si el Estado 
es algo más que una ficción-, aquél personifica el acceso al beneficio máximo: 
la garantía del sistema productivo.

Hasta aquí hemos hablado de las clases dominantes en las regiones 
agrarias más “tradicionales” . En otras regiones aparecen burguesías “mo­
dernas” que se convierten en agentes de la capitalización de la producción 
y establecen organismos formales de acción colectiva. En el agro, los em­
presarios modernos se apoderan de las tierras mejores y con mejor infra­
estructura; favorecen los cultivos de exportación, o bien los destinados a los 
grandes mercados urbanos y a la industria agroalimentaria; y suelen combi­
nar fructuosamente la agricultura y la ganadería con el comercio y las finan­
zas (Safa 1979; Díaz Polanco 1982; Miller 1983). Sus órganos formales de 
acción colectiva son las asociaciones de “pequeños” propietarios y las unio­
nes ganaderas, que reclutan sus miembros a nivel regional pero han llegado
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a integrarse en confederaciones nacionales (Arrióla 1977:343) y establecen 
frecuentemente alianzas con compañías transnacionales (Burbach y Flynn 
1980). Con todo, este nuevo tipo de clase dominante continúa utilizando 
estrategias de poder regional operacionalizadas a través de redes informales 
de vínculos diferenciados. Estos siguen siendo imprescindibles, por muchas 
razones. En primer lugar, la ley agraria mexicana ha limitado el tamaño de 
la propiedad rústica privada; por tanto, para reunir la tierra suficiente que 
justifique inversiones considerables, es necesario recurrir a la fragmentación 
ficticia del terreno entre los miembros de una familia extensa (Safa 1979: 
134), o al arrendamiento (ilegal) de tierras ejidales (Díaz Polanco 1982: 
156-160) o a ambos subterfugios (Miller 1983:272-273); para el primero, 
se necesitan las buenas relaciones de parentesco; para el segundo (y también 
para el primero), la complicidad de las autoridades locales. En segundo lu­
gar, la confianza entre miembros de distintas familias empresariales resulta 
un iecurso político valioso en esta situación de confusa legalidad, más allá 
de los intereses económicos coyunturales que puedan separarlos (Díaz Po­
lanco 1982:125, 193-194). En tercer lugar, el paternalismo aún es un com­
ponente importante en las relaciones con los trabajadores. Aunque muchas 
unidades de producción emplean trabajadores permanentes, casi todos 
cuentan asimismo con trabajo estacional y eventual proveniente de los cam­
pesinos que cultivan las tierras marginales (en general, las tierras que no han 
resultado apetecibles para la burguesía). Ambos tipos de trabajadores suelen 
formar parte de comunidades donde el empresario -“el patrón”- tiene com­
padres, ahijados y protegidos. Esto y, de nuevo, la amistad de autoridades 
y funcionarios, son buen preventivo contra demandas de alzas salariales y 
exigencias de cumplimiento estricto de la ley agraria (Safa 1979:156; Díaz 
Polanco 1982:144-148,185-186).

Las afirmaciones del párrafo anterior se sustentan en tres estudios de 
caso (realizados en el sur de Jalisco, en el Bajío y en Querétaro). Obviamente, 
mientras no existan más estudios sobre la burguesía agraria en México, 
deben considerarse hipotéticas. No menos crasa es la ausencia de investiga­
ciones sobre las estrategias políticas de la burguesía urbano-industrial. Algo 
sabemos, sin embargo. Por ejemplo, Salvador Cordero (1977:32-34) ha 
mostrado que, en el panorama empresarial de México, no sólo existen em­
presas de distinto tipo e inclusividad, y organismos de representación em­
presarial (cámaras de comercio y de las ramas industriales, confederaciones 
patronales), sino también grupos familiares que diversifican inversiones y 
riesgos, y constituyen el actor esencial tanto en las estrategias económicas 
del empresariado como en sus alianzas y maniobras respecto al gobierno, a 
la clase trabajadora y al capital extranjero. Una de estas grandes familias 
empresariales ha sido estudiada en detalle por Larissa Lomnitz y Marisol 
Pérez Lizaur (1978; en prensa), quienes muestran que la familia extensa 
(“los Gómez”) mantiene su cohesión -tangible en un intenso intercambio 
de favores- merced a una ideología solidaria y a frecuentes rituales (bauti­
zos, bodas, sepelios); que adopta una actitud paternalista con sus empleados 
y trabajadores, y que, no obstante su aversión a la intervención estatal en
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la economía, mantiene cordiales relaciones con altos políticos e incluso 
“sitúa” a algunos de sus miembros jóvenes en puestos tecnocráticos. La fa­
milia, entonces, opera a través de una red de influencia que puede contri­
buir al ordenamiento de un espacio. En el caso de “los Gómez”, el espacio 
en cuestión es la ciudad de México, y su ordenamiento debe finalmente en­
tenderse como una “ecología de juegos” (Long 1958) que expresa la in­
fluencia de numerosos grupos y actores de distinto tipo. En otros casos -el 
de Monterrey, el de Guadalajara- ciertos grupos familiares en alianza, por 
su control mayoritario de recursos estratégicos, llegan a tener una influen­
cia decisiva en el ordenamiento del espacio regional. El grupo Monterrey 
(varias familias entrelazadas) pudo manejar y aun crear, en la segundad mi­
tad del siglo pasado, el espacio comercial fronterizo, y durante el Porfiriato 
aprovechó la demanda norteamericana y el expansivo mercado nacional 
para consolidar un imperio siderúrgico que era a la vez dinamizador de nu­
merosas industrias (Mauro 1972, Cerutti 1983). Desde entonces, y a pesar 
de los altibajos en las relaciones con los gobiernos postrevolucionarios, el 
círculo empresarial regiomontano constituye una fuerza política hegemó- 
nica en su región y considerable en el conjunto nacional. Sus estrategias en 
el campo de lo político han incluido la organización de sindicatos paterna­
listas -“blancos”- y la intimidación de disidentes, la colaboración financiera 
con el Estado y la organización de una agresiva confederación patronal na­
cional, los vínculos diferenciados con el sector público y el apoyo a parti­
dos y periódicos de oposición (VelÜnga 1979, Hamilton 1983:193-197, 
281-291). Por su parte, el grupo Guadalajara es menos nítido y menos con­
solidado. Pero sí ha existido una constelación de familias empresariales que, 
ciertamente en el período 1940-1960, controlaban las finanzas y la tierra 
urbana (en alianza con la Iglesia) y las vinculaciones comerciales entre el 
centro y el noroeste del país (Rivière d’Arc 1974). Uno de sus brazos fuer­
tes ha sido y es el Consejo de Colaboración Municipal, representante eficaz 
de los intereses empresariales en la toma de decisiones en materia urbanís­
tica (Vázquez 1976 y 1984).

John Walton (1977) ha escrito un interesante estudio comparativo 
sobre el papel de las élites regionales en los procesos de desarrollo; Guada­
lajara y Monterrey son dos de sus estudios de caso (los otros dos son ciuda­
des colombianas: Cali y Medellin). El estudio (véase sobre todo el capítulo 
3) destaca ciertas diferencias importantes entre ambas élites, aparte de las 
ya mencionadas. Por ejemplo, los funcionarios estatales en Guadalajara (en 
particular el gobernador en turno) son considerados como miembros muy 
importantes de la élite por los otros miembros; lo que ciertamente no ocu­
rre en Monterrey. Además, en Guadalajara las instituciones gubernamenta­
les (federales y estatales) son percibidas por la élite como muy “influyentes” 
(en la toma de decisiones sobre la economía regional); no así en Monterrey. 
Finalmente, la densidad de los vínculos entre los miembros de la élite y las 
instituciones gubernamentales es alta en Guadalajara y muy baja en Mon­
terrey; en esta última ciudad, la densidad mayor ocurre entre la élite y las 
instituciones privadas. Todo esto parece indicar, por una parte, que la reía-
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ción entre el sector público y los grupos empresariales se ha formalizado 
más en Guadalajara, y por otra que el poder independiente del grupo Mon­
terrey es mayor y requiere menos del patronazgo gubernamental.16 Pero 
en ambos casos, cabe hacer notar la dimensión espacial del poder de clase. 
Muy pocos estudios han explorado sistemáticamente esta dimensión; pare­
ce necesario hacerlo para entender “la relación entre la expansión de dife­
rentes tipos de empresa capitalista..., el mercado interno y externo, los in­
tereses (creados)..., las luchas de clase... y la expansión gradual, a menudo 
fluctuante, del Estado en términos de sus atribuciones y de la efectividad 
de su organización” (Roberts 1980:28). Todos estos factores remiten a la 
comprensión de una realidad regional, y ésta “se forja mediante las imposi­
ciones de una clase local dominante, que busca expandir su propia base ma­
terial (e influir en) la administración local para promover sus fines” (ibidAQ).

Para terminar este apartado: ¿puede decirse algo sobre el poderlocal 
o regional de las clases populares? En principio, la noción misma es contra­
dictoria con los procesos de formación del Estado nacional. Los grandes 
movimientos populares que en el siglo XIX o en el temprano siglo XX ocu­
paron regiones enteras -los Cruzob de Yucatán, los Yaquis de Cajeme, el 
lozadismo, el zapatismo, la cristiada- eran por definición un desafío intole­
rable a la consolidación del Estado moderno, y éste “debía” suprimirlos a 
sangre y fuego. Luego, la gran hazaña de los gobiernos postrevolucionarios 
fue convertir a los grupos de campesinos y trabajadores movilizados en or­
ganizaciones de masas que forman parte del aparato estatal y se manipulan 
mediante mecanismos de intermediación y patronazgo (Huizer 1970, Cór­
doba 1974). Un grupo popular con pretensiones de relativa autonomía -y 
aquí hay que incluir a movimientos tan diversos como el sinarquismo, el 
jaramillismo, las protestas estudiantiles y las invasiones de tierra promovi­
das por asociaciones campesinas independientes- se vuelve inmediatamente 
blanco de ataque: sus líderes son cooptados o bien encarcelados e incluso 
asesinados; se buscan formas de integrar al grupo al patronazgo del Estado 
y si esto falla se recurre a la represión masiva (Meyer 1979, Anderson y 
Cockroft 1969, Fuentes 1971). Lo mismo ha acontecido a los partidos po­
líticos de oposición legalmente constituidos cuando su triunfo local llega 
a implicar una definición radicalmente diferente en el ordenamiento del 
espacio.

IV - Instituciones formales y  fragmentación política
Según el tipo de poder que ejerzan,1 7 podemos distinguir tres tipos 

de instituciones públicas regionales y locales en nuestro país. En un primer 
tipo encontramos instituciones cuyo poder se deriva de instancias superio­
res (que a su vez forman parte del Poder Ejecutivo Federal o bien operan 
desde el Distrito Federal); por ejemplo, una oficina del Banrural, o las dele­
gaciones de la Secretaría de Hacienda o de la Comisión Federal de Electri­
cidad. A un segundo tipo lo podríamos llamar instituciones de intermedia­
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ción política: reciben poder de la cúspide para negociar con la base, y vice­
versa; en principio, caben aquí las ramificaciones de las grandes centrales 
obreras y campesinas oficiales, así como ciertos organismos técnicos y de 
planeación, como los Distritos de Riego o los más recientemente creados 
Distritos de Temporal. El tercer tipo son instituciones como los ayunta­
mientos y los gobiernos estatales, cuyo poder es otorgado por la base en 
cuanto sus dirigentes dependen de una elección popular, pero que en cuan­
to instituciones tienen también poder independiente puesto que controlan 
recursos propios.

Una vez planteada esta tipología cabe señalar: a) que en la historia 
del Estado mexicano las instituciones de los dos primeros tipos se han for­
talecido y multiplicado, mientras que el poder de las instituciones indepen­
dientes ha disminuido, de tal suerte que estas últimas deben con frecuen­
cia asumir papeles de intermediación; b) que esta situación conduce a una 
fragmentación del poder en los ámbitos local y regional, al grado que un 
dominio unitario o integrado sólo pueda lograrse desde fuera de las institu­
ciones formales.1 8 El resto de este apartado será dedicado a sustanciar 
ambos puntos y a proseguir la discusión sobre la naturaleza clientelística 
del sistema político mexicano.

Ningún gobierno estatal ha sido -que yo sepa-estudiado en detalle por 
antropólogos, sociólogos o historiadores de lo político, por lo menos en la 
época postrevolucionaria.1 9 Pero Manuel Rodríguez Lapuente (1984) ha 
trazado un esbozo certero de las características generales de estos gobiernos 
para la época contemporánea (c f  González Casanova 1976:37-41). Aunque 
“el pacto del Anáhuac” establece una república federal “compuesta de 
estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior”, 
según reza el artículo 40 de la Constitución Mexicana, de hecho los esta­
dos apenas conservan la soberanía. Sus gobernantes son impuestos, a través 
del aparato del Partido Revolucionario Institucional -que es en realidad un 
instrumento del Ejecutivo Federal-, por el presidente nacional en turno. Si 
a los ciudadanos se les ocurre favorecer con demasiada obviedad a otro can­
didato, la fuerza pública se encarga de que no prevalezca: tal ha ocurrido 
en Baja California (en 1959 y 1968), San Luis Potosí (en 1961), Sonora 
(1967), Yucatán (1969) y Nayarit (1975) (cf. Johnson 1971:130 ss.; 
Granados Chapa 1976). Por si esto fuera poco, el presidente de la Repúbli­
ca puede destituir a un gobernador indisciplinado mediante una triquiñuela 
parlamentaria: el Senado o la Comisión Permanente que opera durante los 
recesos declara “desaparecidos” los poderes del estado en cuestión. En el 
Congreso de la Unión, por otro lado, los diputados y senadores no llevan 
adelante los intereses de los estados cuya población supuestamente repre­
sentan. Como es sabido, los sectores corporativos que constituyen el PRI 
-las grandes centrales obreras y campesinas y las organizaciones llamadas 
populares- se reparten los puestos parlamentarios; sus incumbentes, por 
tanto, son primariamente responsables ante la jerarquía partidista (todo 
esto supone la capacidad gubernamental de manipular e incluso alterar el 
proceso electoral. El tema es muy conocido y no hace falta incursionar en él)
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(cf. Johnson 1971). Pero quizá la clave más importante de la sujeción de 
los estados está en su dependencia económica. El gobierno federal acopia 
la parte más cuantiosa de las recaudaciones fiscales (casi el 80% del total 
fue el promedio durante los años setenta), ha incorporado o creado un sinnú­
mero de organismos que generan bienes y servicios de todo tipo, y en con­
secuencia ha llegado a ser capaz de ejercer más del 85 % del presupuesto pú­
blico total en el país y de manejar cerca del 40% de la inversión nacional 
(Rodríguez Lapuente 1984:18). Una parte considerable de este presupuesto 
se ejerce en la provincia, pero mediante una multiplicidad de instituciones 
de poder delegado, o bien mediante convenios con los ejecutivos estatales, 
que éstos deben anualmente negociar. Así, queda formalizada la calidad de 
mediador del gobernante estatal; el éxito en ella será la medida de su poder. 
Con todo, por exitosa que sea esta negociación, el gasto público aportado 
por la federación no será mayoritariamente administrado por actores locales 
sino por agencias federales que penetran y organizan a su manera el terri­
torio de cada estado. Y estas agencias suelen operar según criterios “secto­
riales” -no conforme a un plan concertado de acción regional.

La sujeción económica de los municipios es aún más apabullante: 
todos los municipios del país juntos recibieron durante la década de 1970 
menos del 3% de la recaudación fiscal nacional. (Las recentísimas reformas 
al artículo 115 constitucional deberán modificar un poco esta penuria; 
pero su puesta en práctica parece marchar aún con extrema lentitud).20 
De nuevo, incluso en los municipios urbanos más prósperos, los ayunta­
mientos deben convertirse en procuradores de bienes de las instancias fede­
rales (Purcell y Purcell 1973:51), o bien de la empresa privada -mediante 
organismos tales como el ya mencionado Consejo de Colaboración Munici­
pal de Guadalajara-,2 1 o de los organismos gremiales que están dispuestos a 
trocar recursos económicos por injerencia en la cosa pública: así, el riquí­
simo sindicato petrolero ha logrado una influencia considerable en ciertos 
municipios de la zona del golfo (Prévót-Schapira 1983). Muchos ayuntamien­
tos hañ carecido incluso de los recursos necesarios para garantizar un orden 
social mínimo dentro de su territorio: deben recurrir en caso de crisis a la 
ayuda del ejército o de las policías estatales y federales, o bien permitir el 
surgimiento de grupos de vigilancia privada.

Los problemas del poder municipal no terminan con su debilidad eco­
nómica: así lo muestran los numerosos estudios antropológicos sobre co­
munidades rurales en México (véanse los útilísimos surveys de la literatura 
realizados por Purcell y Purcell [1973] y Salmerón Castro [1984]). Me voy 
a referir ahora a la ambigüedad de las relaciones que existen entre el ayun­
tamiento y otros organismos de gobierno local, en particular los antiguos 
cabildos indígenas y las autoridades de los poblados que dependen de la 
cabecera municipal. También me referiré a las relaciones igualmente ambi­
guas entre los ayuntamientos y los organismos de suyo intermediarios que 
en ciertas coyunturas asumen funciones de gobierno -como las autoridades 
de bienes comunales y los comisariados ejidales.22
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Como es sabido, las comunidades indígenas o repúblicas de indios 
formaron durante la Colonia mundos segregados en términos jurídicos y 
políticos. El sistema de gobierno que llegó a prevalecer -ciertamente en el 
siglo XVIII -en estas comunidades consistía en una jerarquía de cargos por 
la que ascendían los varones jefes de familia: el llamado “sistema escalera” 
(Carrasco 1961). Quienes desempeñaban estos cargos (llamados colectiva­
mente cabildo) mantenían el orden, organizaban ceremonias religiosas, re­
caudaban impuestos, y administraban las cajas de comunidad y las tierras 
de barrio y de común repartimiento. Se trataba, por tanto, de un típico 
mecanismo colonial de “gobierno indirecto” (Aguirre Beltrán 1953:53-57; 
De la Peña 1980:65-74; cf. Gibson 1967:175ss.). A partir de la Indepen­
dencia, la segregación jurídica de los indígenas fue abolida; lo mismo los 
tributos y, más tarde, la propiedad comunal; pero los viejos cabildos persis­
tieron como órganos rituales y de cohesión comunal, y como baluartes de 
la lucha indígena contra el Estado desamortizador (Lira 1983). La Revolu­
ción instauró el municipio libre: único organismo de administración y go­
bierno territorial reconocido como legítimo al interior de las entidades fe­
derativas; con todo, en muchos lugares, los cabildos indígenas (que pueden 
llamarse ahora mayordomías, cofradías, hermandades...) no han desapare­
cido. Sus funciones varían considerablemente: en algunos casos la forma 
municipal es una simple vestidura que legitima al cabildo frente al Estado; 
en otros, los cabildos tienen funciones meramente ceremoniales; en otros 
más, la carencia de funciones manifiestas de gobierno no es óbice para que 
operen como centros de tomas de decisiones y generación de prestigio 
(Parsons 1936, Carrasco 1952, Cancian 1967, De la Peña 1980, Aguirre 
Beltrán 1984). En su obra clásica sobre las Formas de Gobierno Indígena 
(1953), Gonzalo Aguirre Beltrán mantiene que estas variaciones son conco­
mitantes con el diverso “nivel de aculturación” de los grupos indígenas: 
mientras mayor sea éste, mayor será la consolidación del municipio libre y 
menor la importancia de los antiguos cabildos, lastres coloniales que obstacu­
lizan el surgimiento de ciudadanos iguales ante la ley. Aguirre Beltrán 
deplora la frecuente manipulación de los órganos tradicionales por los caci­
ques y explotadores {cf. Pozas 1954); pero su visión unilineal parece ignorar 
tres fenómenos importantes: a) Que el gobierno municipal ha sido y es 
igualmente manipulable, dada su convertibilidad en un organismo interme­
diario (Krotz 1976:231); b) Que las instituciones tradicionales pueden 
asumir una variedad de funciones -la de intermediación incluida- respecto 
de las instituciones del Estado nacional en sus diversos niveles; más aún, el 
funcionamiento de éstas requiere en ciertos casos de su engranaje con 
aquéllas (Vázquez León 1984); c) Que por lo mismo -y no poruña supuesta 
“autenticidad”mayor- los organismos tradicionales pueden representar 
mejor la demandas de una población local en sus negociaciones con otros 
actores sociales, en cuanto suelen estar abiertos a la participación de una 
colectividad (un barrio, por ejemplo) y mantener una cierta democracia in­
terna (Lomnitz-Adler 1982). Sin embargo, Aguirre Beltrán tiene sobrada 
razón al señalar los problemas que acarrea la fragmentación institucional:
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restringe la capacidad de acción y es fuente inagotable de faccionalismo y 
conflictos.

Las aldeas y rancherías que existen dentro del territorio municipal 
tienen la categoría política de tenencias o agencias municipales; sus autori­
dades locales inmediatas en principio dependen del ayuntamiento pero 
muchas veces son elegidas por los habitantes del lugar en cuestión y operan 
independientemente, y aun en contra, de aquél (De la Peña 1980:308-310). 
De hecho, dado que tanto las autoridades de estos pueblitos como las del 
municipio suelen carecer de recursos estratégicos, su capacidad de realizar 
obras públicas depende de la cooperación de la población misma, y ésta se 
moviliza con más facilidad en una localidad pequeña e integrada por víncu­
los sociales primarios; por ello, el poder independiente efectivo de los “jefes 
de tenencia” o “agentes municipales” puede llegar a ser aun mayor que el 
de los ayuntamientos (Varela 1984).

Las comunidades agrarias (la reconstrucción postrevolucionaria de las 
viejas comunidades indígenas) se definen como el conjunto de familias a 
quienes se ha reconocido o restituido la propiedad comunal de una cierta 
extensión de tierra, mercedada a sus ancestros por el virrey. Estas comuni­
dades -que en principio incluyen a todos los habitantes del lugar titular de 
la tierra- tienen autoridades administrativas (comisariados o comités de 
bienes comunales) que, a veces, pueden coincidir con las autoridades de una 
agencia o tenencia y/o con los funcionarios de un cabildo tradicional. De 
nuevo, estos cuerpos pueden llegar a tener más poder que los ayuntamien­
tos. Pero cuando los bienes comunales son codiciados por actores externos 
-empresarios (privados o públicos) agrícolas, ganaderos, forestales o mine­
ros-, sus administradores carecen de capacidad jurídica para defenderlos: 
deben acudir al ayuntamiento (al que a menudo resulta conveniente la ex­
plotación más intensa de esos recursos) o a instancias judiciales externas, 
que rara vez intervienen (Durán Legazpi 1984).

Por su parte, los comisariados ejidales representan a un grupo -los eji- 
datarios usufructuarios de tierras dotadas por el Estado, no restituidas, a 
un número determinado de peticionarios- que nunca coincide con la totali­
dad de habitantes de un poblado (entre otras razones, porque sólo los jefes 
de familia campesina y sin tierra tienen derecho a ser ejidatarios, y porque 
la membresía del ejido sólo es heredable a una persona), y a la vez forman 
parte de la Confederación Nacional Campesina (CNC), y por tanto del PR1. 
No es raro que en los municipios rurales, por causa de su vinculación directa 
con el partido oficial, el comisariado ejidal resulte una instancia de inter­
mediación a la que deba recurrir el propio ayuntamiento -y en tal caso el 
ayuntamiento ocupará un rango inferior en la jerarquía del patronazgo-; 
tampoco es raro que la selección de candidatos al gobierno municipal deba 
ser sancionada por la CNC a través del comisariado ejidal. (Análogamente la 
Confederación de Trabajadores Mexicanos, a través de los sindicatos oficia­
listas, “supervisa” la elección de los ayuntamientos en los municipios indus­
trializados, y la Confederación Nacional de Organizaciones Populares en 
aquellos donde predomina el sector económico de servicios).
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En fin: ninguna institución del sector público logra controlar en el 
ámbito de una localidad o región más que una fracción de los recursos es­
tratégicos. Por tanto, un dominio unitario de poder local o regional no puede 
conseguirse sino desde fuera de las instituciones formales. Los organismos 
del gobierno federal que penetran los territorios estatales y municipales son 
los que en forma preeminente canalizan los recursos y la acción represiva 
del Estado; pero al hacerlo sin concierto acentúan la fragmentación del 
poder regional. Una consecuencia de ésta es la consolidación progresiva de 
un dominio unitario en el ámbito nacional. Pero al mismo tiempo, y con­
tradictoriamente, la fragmentación propicia el surgimiento de alianzas y 
patronazgos: de redes jerárquicas que conectan informalmente las instan­
cias formales de poder. La lógica de tal jerarquía implica la capacidad dife­
rencial de los actores de capturar recursos públicos y privados cuyo control 
les permita subordinar a otros actores en un ámbito espacial determinado: 
por eso, las redes de patronazgo son la clave del poder local y regional. 
Pueden aparecer, en ciertas circunstancias, “super-patrones” regionales (un 
pariente cercano del presidente de la república en turno, o un grupo empre­
sarial particularmente exitoso, o el sindicato de una industria vital para el 
país); pero su duración y fortalecimiento siempre dependerán de la habi­
lidad que tengan en manipular, diversificar y consolidar redes de alianza y 
patronazgo.

Estado, sociedad civil y  niveles de poder
Algunos historiadores -por ejemplo, Richard Morse (1975)- se han 

referido a “la herencia colonial de América Latina” en términos de la super­
vivencia de un sistema de poder patrimonialista, vanamente negado por un 
Estado liberal. El Estado colonial reconocía la validez de “patrimonios” 
exclusivos de segmentos sociales fuertemente diferenciados: los indios, las 
“castas”, los gremios, el clero regular y secular, los consulados... La buro­
cracia regulaba las relaciones entre los segmentos (Wolf 1953); pero las 
autoridades y funcionarios no actuaban para sostener un orden legal imper­
sonal sino para hacer presente el dominio del monarca mediante decretos y 
disposiciones específicos, que si bien delimitaban nunca abolían -más bien 
legitimaban- los espacios ocupados por los diferentes segmentos. La perso­
nalización del poder local era inevitable; pero, al fundarse en la representa­
ción de la corona, no implicaba formalmente una alternativa sino una deri­
vación del poder central. Sin embargo, en las zonas de frontera, la privati­
zación del orden social era frecuente (aparecieron así los hombres fuertes 
de Chevalier); además, la expansión colonizadora implicó la coalescencia 
de los segmentos sociales y dificultó la actividad reguladora de la burocracia. 
El Estado liberal, que empieza a surgir con las reformas borbónicas y cul­
mina en México al restaurarse la república federal en 1867, supuso la homo- 
geneización de la población y trató de diseñar un sistema de poder imper­
sonal, fundado en la administración de la libre concurrencia. Pero al no
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existir de facto  la igualdad ciudadana, el Estado hubo de convertirse en re­
organizador de la sociedad civil y, por ello, en enemigo de los segmentos 
formalmente privilegiados (incluyendo a las comunidades indígenas). El re­
sultado fue el conflicto abierto y la acelerada movilización social. La priva­
tización del orden local y regional, la constitución de poderes alternativos 
y aun opuestos al Estado, la prioridad de la intermediación -fallida, muchas 
veces- sobre la delegación jerárquica, fueron características de este periodo 
de agudo dislocamiento entre la sociedad civil y el Estado. Ni siquiera el 
Porfiriato -un intento ecléctico de nuevo pacto social- pudo modificar esta 
situación. En última instancia, la trabajosa articulación entre distintos nive­
les de poder fue incapaz de garantizar la articulación de segmentos y clases 
emergentes necesaria para el proyecto capitalista buscado por el orden 
liberal.

La revolución de 1910 creó masas movilizadas y “disponibles” (Rey - 
na 1974): su desmovilización exigía la reformulación del pacto social. A 
falta de ésta, por varias décadas el vacío de poder fue ocupado por una 
nueva modalidad de hombres fuertes, cada uno en su región, cada uno con 
pretensiones de autonomía. La construcción nacional postrevolucionaria 
fue un complejo proceso que combinó un gran esfuerzo por centralizar el 
poder (el fortalecimiento del gobierno federal) y la canalización de las ma­
sas hacia un partido que pretendía representarlas (L. Meyer 1977). Al mismo 
tiempo -sobre todo a partir de 1940-, el renacido Estado se comprometió 
profundamente con un proyecto nacional capitalista, no sólo por el apoyo 
enorme prestado a una burguesía modernizante sino porque el Estado mis­
mo se convirtió en el protagonista corporado más importante del proceso 
de acumulación de capital. Si el pacto social proclamaba la reivindicación 
de las masas, el proyecto de acumulación celebraba su sacrificio. La flagran­
te contradicción sólo podía disfrazarse mediante un manejo cuidadoso de 
las demandas: tanto de las populares como de las del capital. Para algunos 
importantes analistas del sistema político mexicano, este manejo es la clave 
de su estabilidad (Reyna 1974).

Ahora bien: el país, entre tanto, a pesar de la innegable movilidad 
social y modernización, continúa segmentado. Por lo mismo -según se ha 
argumentado en este ensayo-, tanto la incorporación de las masas al sistema 
político, como la manipulación de las demandas de diversos orígenes, como 
la consolidación de un mercado de trabajo de tipo capitalista, han requerido 
de procesos de intermediación. (Ni siquiera en el expansivo medio urbano 
existe una proletarización completa de la fuerza de trabajo {cf. Lomnitz 
1978 y Alonso, ed., 1980). La intermediación propicia el surgimiento de 
núcleos de poder local y regional, que además siguen resultando meca­
nismos importantes en el mantenimiento del orden. Las masas no han sido 
inmovilizadas. Aunque una ruptura revolucionaria requeriría de condiciones 
que probablemente están hoy por hoy lejos de cumplirse {cf. Wolf 1972, 
Scokpol 1982, Tutino s/f), los campesinos y los trabajadores han conti­
nuado ocupando espacios cuya subordinación al sistema debe ser negociada 
en los niveles local y regional; y en esta negociación han jugado un papel
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esencial las redes jerárquicas de patronazgo. Por otra parte, la centralización 
del poder en la cúspide ha causado (sugiero que intencionalmente) la frag­
mentación del poder en las instancias inferiores; esta fragmentación ha 
favorecido igualmente el surgimiento de las redes que forman el tejido 
conjuntivo del sistema.

He revisado en este ensayo -como lo plantee al comienzo- ciertos te­
mas que los antropólogos sociales han tratado en sus escritos; pero al hacer­
lo no he podido prescindir de las aportaciones de la historiografía y la socio­
logía política. Los problemas encontrados tienen fuertes raíces en la his­
toria; y su marco es el del Estado en gestación,, Parece ineludible continuar 
el examen de nuestra vida política concreta en el contexto de la colabo­
ración interdisciplinaria. El camino a ésta, afortunadamente, comienza a 
abrirse ? 3

N O TA S

1 Una versión preliminar de este ensayo fue presentada en la reunión sobre Poder 
Local y Poder Regional en México, organizada por CREDAL y El Colegio de México 
(México, D.F., julio de 1984). Agradezco los agudos comentarios de los participantes, 
así como los de mis colegas de El Colegio de Jalisco, t|uicnes también discutieron el 
trabajo en nuestro seminario semanal.
2 /El machismo - la rudeza física, la capacidad de dominio sexual - es un rasgo atri­
buido por igual a caciques y caudillos; pero el análisis de tal rasgo no interesa en el 
contexto de este ensayo.
3 'Primo cercano del cacique, pero bien distinto de el, es el letrado pica-pleitos,
“administrador de la paz social” , quien, desde fuera del malestar popular, vive de él 
(Lira 1983:168). Un ejemplar representativo para el siglo XIX sería el célebre abo­
gado José Guadalupe Perdigón Garay, “defensor de mujeres dolidas y perseguidas 
de la justicia” (González Navarro 1977: 161), inmiscuido en cuanto pleito de tierras 
estuviese a su alcance, retratado novelescamente por Manuel Payno (como el 
licenciado Bedolla Rangel) en Los bandidos de R ío Frío.
4 La imagen “feudal” del hacendado, transmitida por Chevalier, y utilizada para 
elaborar la imagen del caudillo, ha sido abundantemente criticada (Florescano 1970, 
Brading 1978, Van Young 1983, Buve, ed., 1984). Y se ha propuesto que la hacienda 
aislada y autosuficiente “fue un caso excepcional que apareció como adaptación de 
supervivencia a ciertas situaciones extremas” (Palerm 1980: 117).
5 Quizás el caso mejor estudiado es el de Guadalajara en el siglo XVIII: los hacenda­
dos y sus familias, mediante el control y manipulación de los puestos políticos y el 
parentesco, pudieron expandir sus propiedades y controlar el abasto urbano y el
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crédito eclesiástico (véanse Serrera 1977, Van Young 1981, Lindley 1983,Greeno\v 
1981).
6 El mismo autor ha presentado, en otros trabajos, un panorama histórico y político 
de Naranjan, desde el Porfiriato hasta nuestros días (Friedrich 1966, 1970).

Lazaro Cardenas fue gobernador de Michoacan y luego presidente de la República. 
Desde entonces, él mismo (hasta su muerte en 1971) y sus familiares han tenido una 
gran injerencia en la política de la entidad.
8 Loret de Mola es militante priista y ex gobernador de Yucatán. Su interesante 
libro no es mero reportaje: es, sobre todo, una autodefensa política. La literatura 
novelesca, por otra parte, es igualmente un venero nada desdeñable de información 
sobre los caudillos y caciques; piénsese en el hacendado déspota de Nieves, de José 
López Portillo y Rojas; en el arquetípico Pedro Páramo de Juan Rulfo;en “El Ama­
rillo” de La Tierra Pródiga de Agustín Yáñez...
9 * *Obviamente, no todos los miembros de la nación - el nivel “mas alto” o de mayor
inclusividad - pertenecen necesariamente a todos los niveles “inferiores”.
10 Se distingue por tanto entre los términos poder (que un actor ejerce sobre otros) 
y control (que un actor ejerce sobre recursos).
11 En la región de los Altos de Jalisco existía poca tradición de propiedad comunal 
de la tierra, y la propiedad rústica se hallaba mucho menos concentrada que en otras 
partes; por ello, el reparto agrario fue en muchos pueblos un mecanismo de penetra­
ción estatal más que una respuesta a la base. La “educación socialista” se impuso por 
decreto en 1934; sus contenidos nunca fueron excesivamente claros.
12  /Un actor corporado reúne miembros que aceptan combinar sus recursos indepen­
dientes para metas comunes, y por ello formalizan a) la membresía del grupo, b) las 
metas y la alocación de recursos, c) la autoridad para llevar a cabo precisamente esas 
metas (c f Adams 1975: 57, 67).
1 3 ' ' / ✓El termino situación estamental se refiere aquí a la rigidizacion de un sistema de
clases asociada a una desigualdad sancionada, si no por la ley escrita, sí por las normas
sociales preeminentes, por la distribución del “honor social” (Weber 1974: 245-247)
y por la radical inequidad en la distribución de las oportunidades (Toennies 1967).
14 Algunos autores hablan de “fracciones tradicionales” de la burguesía agraria 
(Del Castillo 1979).
15 El patrón  que distribuye favores a los clientes a cambio de lealtad puede ser o no 
un intermediario: no lo es si la clave de su patronazgo es su poder independiente (i.e. 
control propio sobre recursos estratégicos). Puede haber también un patronazgo 
institucional (de un partido político, por ejemplo). Pero la red jerárquica de patro­
nazgo de la política mexicana implica que el patrón sea asimismo intermediario y, 
aunque el patronazgo institucional puede ocurrir, incluso éste se media a través de 
individuos.
16 Téngase en cuenta que la metodología de Walton consistió fundamentalmente en



5 0 PODER LOCAL, PODER REGIONAL

construir una muestra “bola de nieve” de los miembros de la élite, y luego construir 
la autoimagen de la élite a partir de entrevistas intensivas.
17 /La tipología esta inspirada en Adams (1975: 37 pp.).
1 8 Un dominio unitario se logra cuando un solo actor controla todos los recursos 
pertinentes para ejercer poder sobre otros autores en un ámbito determinado. Cuando 
el control se comparte, debemos hablar de un dominio múltiple o fragmentado (Adams 
1975: 68-71).
19 Para el siglo XIX, véanse González Navarro 1977 y Aldana Rendón 1981-1983.
2 0 •Las reformas, entre otras cosas, otorgan a los municipios derechos sobre ciertos
impuestos (prediales, por ejemplo) antes destinados al tesoro estatal. (Es signifi­
cativo que no se transfirió ningún impuesto federal). Su implementación, sin embargo, 
debe reglamentarse a través de la legislatura local - lo cual ha frenado el asunto.
21 *Sobre el papel similar de la Junta de Mejoramiento Cívico, Moral y Material del
municipio de Puebla, vease el trabajo de Patrice Melé en este mismo volumen.
2 2 Dejo fuera un tema de primera importancia: el papel del clero y las iglesias en la 
política de los municipios, los estados y las regiones. Sabemos poquísimo de esto: 
urge el estudio del funcionamiento de parroquias y obispados, y de las características 
sociológicas y operativas de los ministros del culto (cf. De la Peña 1980:289-307).
23  ✓ /Los politologos mexicanos están usualmente preocupados por “los grandes
temas” y rara vez hacen investigación empírica digna de tal nombre. Los antropólogos 
- que sí la hacen, al igual que los geógrafos humanos - se han preocupado más por las 
especificidades locales y suelen desdeñar las generalizaciones. Sugiero la necesidad de 
investigación interdisciplinaria en tres temas: 1) El del Clero y las iglesias, mencionado 
en la nota anterior. 2) El de las características diferenciales de las burguesías regionales: 
cómo cada una se relaciona con uno o más tipos de productos, de sistemas de produc­
ción, de formas de subordinar el trabajo, y con el Estado^ cómo la expoliación de 
unas regiones por otras se efectúa a través de grupos de poder que encuentran en tal 
tarea su especificidad regional. 3) El de los tipos de intermediación y redes de patro­
nazgo en relación con las características de movilidad social de distintos sectores de 
la población. Este tema además requeriría de una utilización del término red social 
como un concepto analítico y no simplemente como una metáfora.
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